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			RESUMEN El cambio climático impacta enormemente a las empresas, las que se ven expuestas a riesgos físicos, regulatorios, judiciales, reputacionales y financieros. Estos riesgos han obligado a las empresas a reaccionar y a gestionarlos, adaptándose a los efectos del cambio climático, disminuyendo su vulnerabilidad y aumentando su resiliencia. En paralelo, diversas iniciativas legales que apuntan a mitigar los gases de efecto invernadero, así como a promover la adaptación, han reformulado el entorno en que operan las empresas. El cambio climático y sus efectos han puesto fin a la forma tradicional de hacer negocios (business as usual), lo que pone a las empresas en un nuevo escenario de desafíos y oportunidades.
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			ABSTRACT Climate change has a huge impact on companies, which are exposed to physical, regulatory, judicial, reputational and financial risks. These risks have forced companies to react and manage them to adapt, decrease vulnerability and increase resilience to climate change effects. In parallel, numerous legal initiatives aimed at mitigating greenhouse gases, as well as promoting adaptation, have changed the environment in which companies operate. Climate change and its effects have put an end to business as usual, posing companies in a new scenario of challenges and opportunities.
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			Introducción

			En 2018, un informe del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático permitió dimensionar las implicancias de un alza de temperatura de 1,5 °C en relación con la era preindustrial, y llamó la atención sobre lo insuficiente de la meta internacional de mantener el aumento de la temperatura por debajo de los 2 °C (IPCC, 2018a: 7). De esta forma se cuestionaron los compromisos adoptados por los Estados Parte del Acuerdo de París para hacer frente a las amenazas del cambio climático. Sin duda alguna, el tratado modificó la forma en que los gobiernos enfrentaban este fenómeno, partiendo de una aproximación bottom-up en vez del clásico top-down, que muchos acuerdos multilaterales sobre medio ambiente adoptan. Como consecuencia, se logró una mayor participación, que involucró a países que históricamente no han tenido compromisos en la materia. 

			Sin perjuicio de lo señalado, surge la necesidad de implicar a otros grupos de interés diferentes a los Estados y a los organismos internacionales, para que colaboren con acciones concretas de mitigación de los efectos del cambio climático y aporten con soluciones. Como señala Pattberg, la gobernanza climática «se está produciendo, no exclusivamente, pero cada vez más allá del Estado» (2012: 613).  

			En ese sentido, las empresas son precisamente uno de los grupos de interés más relevantes en la gobernanza del cambio climático. Son percibidas como las causantes de la degradación del medio ambiente y, como tales, las principales responsables del cambio climático (Kranz, 2012: 122). El rol de las empresas en la reducción de gases de efecto invernadero es extremadamente relevante. Por un lado, existe conciencia internacional respecto de que no es posible enfrentar los desafíos en torno al cambio climático sin su contribución. Por otro, las empresas se han posicionado como un actor relevante en la gobernanza climática, pues son ellas las que deben colaborar en el cumplimiento de las metas impuestas por los gobiernos (Shrestha, 2014: 96).

			Entender el cambio climático como un fenómeno puramente gubernamental es un error. De hecho, si quisiéramos rebajar la curva de emisiones de gases de efecto invernadero de tal forma de eliminar al 2100 las emisiones de dióxido de carbono, sería necesaria una verdadera revolución industrial para la sostenibilidad (Schellnhuber, 2018: 14240), la que no solo debe partir cuanto antes, sino que no es posible sin la colaboración de las empresas. Como es posible advertir, es imposible concebir la acción climática sin un grado de participación relevante del sector privado.

			Este artículo tiene por objeto identificar cuáles son los riesgos y las oportunidades para las empresas frente al cambio climático. Intentaremos responder a la inquietud general sobre si las empresas pueden, ante los inminentes riesgos del cambio climático, seguir desarrollando el business as usual, es decir, sin la implementación de políticas o medidas de mitigación y adaptación más allá de las ya implementadas, o si resulta necesario hacer trasformaciones y cambios de paradigma que permitan desarrollar actividades productivas altamente demandas por la sociedad y, simultáneamente, contribuir en la resiliencia climática. Si bien este artículo se concentra en los impactos y en las consecuencias del cambio climático en las empresas, muchos de los efectos y oportunidades que genera el cambio climático son igualmente aplicables a ONG e, incluso, organismos de la Administración del Estado.

			La primera sección describe los efectos del cambio climático y los riesgos que representan para las empresas. La segunda analiza como éstas pueden adaptarse a los efectos del cambio climático, disminuir su vulnerabilidad y aumentar su resiliencia. La tercera sección aborda los avances regulatorios y de política pública en materia de cambio climático en Chile. 

			La conclusión principal de este artículo es que el cambio climático implica un enorme desafío a las empresas, que de paso pone fin al business as usual, y genera la necesidad de adoptar un modelo de negocios sostenible.

			Cambio climático y empresa

			Estado del cambio climático al año 2020

			Para poder hablar de los efectos del cambio climático y los desafíos que implica para el sector privado es necesario hablar primero de las causas y consecuencias de este fenómeno. Un buen punto de partida es entender qué es el cambio climático. El Panel Intergubernamental para el Cambio Climático (IPCC por sus siglas en inglés) lo define como «todo cambio en el estado del clima que puede ser identificado por cambios (por ejemplo, a través de pruebas estadísticas) en la media o la variabilidad de sus propiedades y que persiste por un período prolongado, típicamente décadas o más» (Hegerl y Zwiers, 2007: 667; la traducción es nuestra). Si bien es cierto que existen diversas causas que explican las alteraciones en el clima, hay consenso científico en que la acción humana es la causante de cambios acelerados en el sistema climático (IPCC, 2014a: 1). 

			El cambio climático se ha traducido en un alza promedio de la temperatura global desde la revolución industrial. Desde entonces, según la Nasa, el promedio de la temperatura global ha aumentado 0,9° C.1 Dicho aumento es evidente, tanto así que, según el IPCC, en el período que va desde el año 1983 al año 2012 se han registrado las tres décadas más calurosas de los últimos 1400 años en el hemisferio norte (IPCC, 2014b: 3). El aumento de la temperatura ha sido sostenido, de hecho, los años 2014 a 2018 han sido los cinco años más calurosos de los que se tiene registro en los últimos 139 años,2 y, según señaló la Organización Mundial de Meteorología, julio de 2019 fue el mes más caluroso desde que se tiene registro.3

			Este aumento sostenido de temperatura ha generado un cambio en la frecuencia, intensidad, extensión espacial, duración y tiempo de los extremos climáticos atmosféricos —como la temperatura y precipitaciones— y en los fenómenos climáticos —como las tormentas tropicales, El Niño y monzones—, considerando como efecto severos impactos físicos en el entorno (IPCC, 2012: 114).

			Los efectos físicos actuales y futuros del cambio climático son diversos. Existe un creciente derretimiento de glaciares que afecta a los sistemas hidrobiológicos tanto en la calidad como la cantidad de agua disponible, y que ha aumentado el nivel de mar. Muchas especies se han visto perjudicadas, ya sea en sus patrones migratorios o bien en su abundancia o interacciones. Las modificaciones climáticas han alterado negativamente las plantaciones de diversos granos como maíz, soya y arroz, poniendo en riesgo su producción y, con ello, la seguridad del suministro de alimento a la población. También se han intensificado en frecuencia e intensidad las olas de calor, sequías, inundaciones e incendios (IPCC, 2014b: 4-6). 

			Las proyecciones del cambio climático son devastadoras, aún si los países mantienen el aumento de la temperatura media mundial muy por debajo de 2 °C sobre los niveles preindustriales, según lo pactado en el Acuerdo de París. Incluso en un escenario de aumento de 1,5 °C, es decir, tan solo 0,6 °C más que en la actualidad, se pronostica un aumento del nivel de la temperatura y de la acidificación del mar, una pérdida y extinción significativa de especies terrestres y marinas (IPCC, 2018a: 7). Estas consecuencias son aún más catastróficas con un aumento de 2 °C.

			La gravedad de los efectos del cambio climático ha llevado a catalogarlo como una crisis climática. Esto ha empujado a algunos países a adoptar compromisos más ambiciosos para lograr una reducción de sus emisiones que permita lograr la carbono neutralidad al 2050. Asimismo, tras la cumbre del cambio climático de las Naciones Unidas y la COP25, 73 países se comprometieron a presentar contribuciones nacionales más ambiciosas (Gurria, 2019: 5).

			Ante la urgente necesidad de llegar a esta meta es imprescindible involucrar a todos los actores y, especialmente, a las empresas, sin las cuales será imposible lograr el objetivo. Pero ¿qué motivaría a las empresas a cambiar su forma tradicional de hacer negocios o business as usual? Lo abordaremos a continuación, pero es importante entender que cuando nos referimos a business as usual hablamos de un escenario en que no se adoptan medidas o políticas de mitigación de gases de efecto invernadero. 

			Impactos e implicancia del cambio climático en el sector privado

			Es indudable que los impactos del cambio climático en el medio ambiente tendrán efectos también en el medio humano. Tal como reconoce Willibanks y otros (2007: 361), el cambio climático incidirá en el medio humano de tres formas: i) afectando al sector económico, el que disminuirá su productividad, tanto en los recursos necesarios para la producción de bienes, como en la demanda por aquellos; ii) impactando la infraestructura necesaria para el desarrollo económico y social: y iii) afectando la salud de la población ante la ocurrencia de eventos climáticos extremos.

			En este contexto, se aprecia que el sector privado no está ajeno a los efectos del cambio climático. Si bien es cierto que las empresas son uno de los factores causantes de la situación actual, éstas se ven notoriamente afectadas por las alteraciones en el clima (Gasbarro y Pinske, 2016: 179). Esta afectación se genera producto del cambio en el entorno de las organizaciones, uno sin precedentes, disruptivo y profundamente incierto, uno para el que no están suficientemente preparadas (Winn y otros, 2011: 169). 

			El cambio climático es diferente a todos los otros cambios de carácter ambiental que sufre una organización: es más masivo en su alcance y escala, presenta cambios y efectos sistémicos, no es lineal, es impredecible, irreversible y destructivo en su naturaleza (Gasbarro y Pinske, 2016: 161-162). Estas características deben ser consideradas y analizadas cuidadosamente, considerando que entre la empresa, su entorno natural, las condiciones climáticas y la infraestructura hay una relación simbiótica, de tal forma que si existe una perturbación en uno de estos elementos, los negocios se pueden ver gravemente afectados (Weinhofer y Busch, 2013: 122).

			Los efectos del cambio climático se manifiestan de manera más clara en los sectores silvoagropecuario, energía, pesca y acuicultura, minero, inmobiliario y turismo. Sin embargo, y dado el carácter transversal de este fenómeno, las empresas pertenecientes a dichos sectores no serán las únicas afectadas por el cambio climático: también alcanzará a otras, como bancos, empresas de seguro, comercio y construcción (Lash y Wellington, 2007: 6). Asimismo, no todas las empresas serán afectadas de la misma manera. Factores como el tipo de industria, su dependencia al entorno natural y su ubicación geográfica podrían determinar la significancia de dicha afectación. Con todo, se espera que aumenten los efectos generales del cambio climático en las empresas (Gasbarro y Pinske, 2016: 160).

			No cabe duda que los impactos climáticos y el aumento en la frecuencia e intensidad de sus efectos generará grandes desafíos para las empresas, las que deberán desarrollar nuevas habilidades organizacionales y disponer de recursos para combatir dichos impactos y efectos (Linnenluecke y Griffiths, 2010: 479). Estas nuevas habilidades, como veremos en la segunda sección de este artículo, podrían implicar tanto la creación de áreas a cargo de lidiar con los riesgos ambientales y climáticos, la contratación de personal o de servicios de asesoría externa —como, por ejemplo, para la incorporación de los riesgos climáticos al negocio—, y la necesidad de disponer de presupuesto para mitigar los impactos del cambio climático en la organización.

			De cualquier forma, y aunque ha sido un proceso lento, las organizaciones y las empresas reconocen el cambio climático como un factor que les afecta. A nivel internacional, empresas del sector financiero, turismo, construcción, agricultura, de seguros —por nombrar solo algunos sectores— han sentido los efectos y han elaborado estrategias para la adaptación de sus impactos (Gasbarro y Pinske, 2016: 158). Un ejemplo local es el de la producción de vinos. Se estima que Chile es uno de los países que tendrá uno de los mayores impactos por falta de agua, comparado con el resto de los países productores de clima mediterráneo, tanto que en 2050 se proyecta que valles como los de Maipo, Cachapoal y Colchagua podrían ser inapropiados para la producción de vinos (Hannah y otros, 2013: 6909). Y como tal, las empresas han implementado nuevas tecnologías para el menor uso de agua, para producir otros vinos que se ajusten al nuevo clima o, incluso, explorado nuevos horizontes geográficos, habilitando cultivos al sur del país, en climas que históricamente no han sido aptos para soportar actividades de este tipo.4

			Por otra parte, el cambio climático no afecta a todas las empresas por igual. Por un lado, la vulnerabilidad de las empresas depende, en gran parte, del emplazamiento en zonas geográficas de mayor riesgo, como la línea costera o las riberas de ríos (Wilbanks y otros, 2007: 359). Por otro, la vulnerabilidad también depende de la susceptibilidad de cada empresa al cambio climático y cuan preparada está para responder ante eventos climáticos extremos (Gasbarro y Pinske, 2016: 157-168).

			En este contexto, abordaremos el análisis desde los riesgos que el cambio climático implica para las empresas. Estos riesgos no solo comprometen el quehacer normal de las empresas (business as usual), sino que además amenazan con afectar el valor de la compañía o incluso su propia supervivencia. Obviamente, no todas las empresas se verán afectadas de la misma forma por los riesgos que a continuación se revisarán. Lo importante es que cada una de ellas tenga claro cuáles riesgos le son más gravitantes, para así poder entenderlos y crear estrategias de adaptación y mitigación (Lash y Wellington, 2007: 6). 

			Riesgo físico 

			Esta es una de las hipótesis más claras de los riesgos directos del cambio climático y que se manifiesta de forma física: sequías, inundaciones, derretimiento de glaciares, acidificación de los océanos y olas de frío o calor.

			El riesgo físico de una empresa depende, en gran medida, de lo expuesto en la primera parte de esta sección, esto es, la manifestación física del aumento de las temperaturas del ambiente y océano, los cambios en las precipitaciones y el aumento en el nivel del mar. Estos riesgos físicos pueden generar impactos negativos en las actividades de las empresas (Weinhofer y Busch, 2013: 124).

			Los riesgos físicos de las empresas se manifiestan en dos tipos de impactos negativos: directos o primarios e indirectos o secundarios. Los impactos primarios afectan directamente la cadena de valor de una compañía: sus bienes y actividades (Weinhofer y Busch, 2013: 124). Pese a que el riesgo físico de una empresa está determinado por la región geográfica en que opera, los efectos de un evento climático extremo se extienden mucho más allá de esa zona, y pueden afectar la cadena de suministro de dicha empresa, impidiendo, por ejemplo, que el producto fabricado en la región geográfica afectada pueda ser exportado.

			Los impactos secundarios, en tanto, afectan a tres actividades de la cadena de valor: el suministro, la producción y la distribución. Estas actividades podrían verse interrumpidas por el efecto del cambio climático en las instalaciones de la cadena de valor, afectando dichas instalaciones y perjudicando la cantidad o calidad de los procesos. El daño causado por los efectos del cambio climático traspasa incluso la cadena de producción, y puede llegar a afectar los patrones de consumo (Weinhofer y Busch, 2013: 124).

			Los mismos riesgos directos que afectan a las instalaciones o procesos productivos de las empresas, afectan también a los proveedores. Tal como señalan Dassaklis y Pappis (2013), el cambio climático y la cadena de suministros se ven mutuamente afectados. Dentro de los riesgos físicos más relevantes a los proveedores podemos encontrar la destrucción de sus instalaciones, interrupción en la línea de producción, disminución en la eficiencia del proceso y retrasos en el transporte debido a daños en la infraestructura (Dassaklis y Pappis, 2013: 1144). A su vez, el principal riesgo regulatorio es la regulación de emisiones de gases de efecto invernadero, los que tienen un impacto directo en los costos de los insumos de los procesos productivos al traspasar el aumento del costo por las regulaciones de emisiones de carbono (Lash y Wellington, 2007: 5).

			Riesgo regulatorio

			Esta es una de las áreas de impacto más probable, la que puede tomar forma a través de regulaciones que promuevan el desarrollo de una economía baja en emisiones. Existen diversos tipos de regulaciones que se utilizan a nivel mundial para lograr esta meta; las más relevantes son: la fijación de límites en las emisiones de gases de efecto invernadero en los procesos productivos o cap and trade; los mecanismos para incentivar el desarrollo de energías renovables no convencionales o renewable portfolio standard; y la fijación de impuestos verdes (Carbon Trust, 2004: 13). 

			En el mecanismo de límites a las emisiones, o cap and trade, el Estado fija límites al total de emisiones de uno o más agentes contaminantes –como emisiones de carbono u otros gases de efecto invernadero— por un período determinado. En este régimen se crean derechos de emisiones que equivalen al máximo de emisiones del límite establecido y que son asignados a los agentes regulados de acuerdo con un mecanismo determinado, como una subasta o entrega gratuita. Estos derechos pueden ser transferidos entre los agentes, lo que incentiva a los regulados a reducir sus emisiones para poder vender esos derechos a otros agentes que, por razones de eficiencia, no pueden hacer dichas reducciones (Mcallister, 2012: 341). 

			El mecanismo para incentivar el desarrollo de energías renovables no convencionales o renewable portfolio standard es una política de mercado que incentiva la generación de energía renovable, y que le exige al generador o distribuidor que una porción de la energía generada provenga de fuentes de energía renovable no convencional (Wiser, Porter y Grace, 2005: 3). Este instrumento de mercado promueve la inyección de energías renovables al sistema, fomentando la competencia con las otras fuentes de energía para cumplir la cuota (Espey, 2001: 557). 

			Los impuestos verdes, por su parte, son un instrumento que internaliza el costo de la externalidad generada por las emisiones de gases de efecto invernadero. Al imponer un precio a las emisiones, se incentiva su disminución, promoviendo las innovaciones tecnológicas y, más importante aun, lo hace a un costo muy bajo para el Estado (Aldy y Stavins, 2012: 153). Tal como ha señalado la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), los impuestos verdes son un mecanismo efectivo por dos razones principales. La primera, porque sin regulación, no hay incentivo para incorporar el costo de los daños al medio ambiente de la actividad económica; este impuesto permite la incorporación de dicha externalidad al precio del producto o servicio. La segunda, porque al ser un instrumento de mercado, a diferencia de los mecanismos de comando y control, este mecanismo dota de flexibilidad a la empresa, la que puede encontrar la forma más eficiente de reducir sus emisiones e invertir en tecnologías que permitan mitigarlas (OCDE, 2011: 1-2). Este instrumento ha sido sindicado por veintisiete premios Nobel de Economía como el mecanismo más costo-efectivo para reducir las emisiones a la escala y velocidad necesarias para combatir el cambio climático.5

			Chile no es la excepción a estas tendencias. Como veremos más adelante, la Ley 20.780 estableció un impuesto a las emisiones de gases contaminantes.6 Asimismo, la leyes 20.257 y 20.698 implementaron un mecanismo de incentivo para las energías renovables, creando una cuota o porcentaje de generación eléctrica a través de fuentes de energías renovables no convencionales.7 Finalmente, existen diversas iniciativas legales que abordaremos en la secciones finales de este artículo, como el Proyecto de Ley Marco de Cambio Climático y el de Eficiencia Energética, que implicarán ajustes por parte de las empresas. Asimismo, iniciativas de política pública en la materia acarrearán transformaciones en el sector privado.

			Riesgo de judicialización

			El riesgo de judicialización derivado del cambio climático nace de la intención de determinar si a un país o empresa —sobre todo aquellos más contaminantes— puede atribuírsele responsabilidad por los impactos del cambio climático (Peel, 2007: 16). 

			El riesgo de litigio en esta materia ha aumentado como resultado del incremento de normativas derivadas de los esfuerzos de los países por combatir el fenómeno climático. Como resultado natural, ante el nacimiento de nuevos derechos y obligaciones en la materia, surge la litigación climática. La denominada litigación en materia de cambio climático ha permitido, principalmente, presionar a los Estados a adoptar políticas o incrementar sus compromisos en materia de mitigación y adaptación (ONU Medio Ambiente, 2017: 6). 

			Pero los juicios en materia de cambio climático no solo se han entablado en contra del Estado: también se han iniciado acciones en contra de empresas. Este ha sido precisamente el camino que han seguido algunas ONG en Australia, iniciando juicios en diferentes tribunales con competencia ambiental, para presionar a las empresas en un doble sentido. Primero, el de hacer presente a los directores de empresas la obligación legal de hacerse cargo de los riegos financieros derivados del cambio climático. Segundo, con el objeto de informar a las empresas con altas emisiones de gases de efecto invernadero del riesgo legal que enfrentan en caso de efectuar sus actividades sin realizar esfuerzos y acciones para mitigar los impactos de sus operaciones (Peel, 2007: 96).8 Las empresas, por su parte, se han defendido, principalmente, señalando que su aporte en las emisiones es bajo, y han apuntado al cambio climático como un fenómeno global (Peel, 2011: 16).

			Cabe mencionar que los litigios de cambio climático no solamente derivan de incumplimientos estatales fijados en los tratados internacionales —como el Acuerdo de París—, sino que también se han presentado acciones judiciales en áreas relacionadas directamente con el quehacer de las empresas: 

			
					incumplimiento del régimen de emisiones a los que estaba sujeta la empresa;

					insuficiencias en el reporte de riesgos climáticos (y, en algunos casos, las insuficientes acciones para hacerse cargo de dichos riesgos);

					incumplimientos en el reporte de información de los riesgos climáticos para las inversiones; 

					destrucción de la biodiversidad; 

					incumplimientos en materia de derechos humanos y medio ambiente: y, 

					difusión de publicidad «verde» engañosa.9 

			

			Obviamente, este es un tema en evolución, pero dada su magnitud y los severos impactos económicos que puede tener en una empresa, deben ser cuidadosamente ponderados. Asimismo, de este riesgo de judicialización derivan otros riesgos, como el reputacional, al que nos referiremos a continuación. 

			Riesgo reputacional

			El cambio climático también puede implicar riesgos a las empresas en relación con su reputación, afectando un intangible: el valor de su marca. Cuando hablamos de riesgo reputacional nos referimos en este contexto al impacto negativo sobre la imagen de una empresa como resultado de sus altos niveles de contaminación, consumo de energía y emisiones de gases de efecto invernadero (Nikolau, Evangelinos y Leal, 2015). El riesgo reputacional implica una pérdida más allá de lo financiero —como puede ser la imposición de una multa por incumplimiento de una norma ambiental—, y crea un nuevo factor de vulnerabilidad para las empresas (Power, 2004: 61) que involucra un costo difícil de avaluar.

			La reputación para una empresa es de la mayor importancia: entre el 70% y 80% del valor de mercado de una empresa proviene de bienes intangibles, como el valor de marca y el capital intelectual (Eccles, Newquist y Schatz, 2007: 104). Esto convierte los riesgos reputacionales en riesgos estratégicos para el negocio, respecto de los cuales las empresas no solo debieren adoptar una estrategia para mitigarlos, sino que hacer los máximos esfuerzos para mejorar su reputación. Un problema reputacional puede desviar consumidores a productos de la competencia, lo que a la postre será castigado con una baja en el valor de las acciones. 

			¿Cuáles son las medidas que pueden adoptar las empresas para proteger su reputación en relación con el cambio climático? Según ha reportado la consultora Ernst & Young, las acciones más comunes que han adoptado las empresas han sido: 

			
					que los accionistas exijan a sus empresas declarar los impactos en la compañía en un escenario de alza de temperatura de 2°C; 

					el despojo o divestment,10 en el caso de los fondos de inversiones, de sus inversiones en industrias que contribuyen intensamente a la emisión de gases de efecto invernadero, como la del petróleo, la de generación de energía por gas, entre otras; y, 

					el involucramiento en el manejo de la empresa, en el caso de los gestores de activos o asset managers, para la incorporación de publicidad o divulgación de los riesgos climáticos en el manejo de las empresas (Ernst & Young. 2018: 4).

			

			Hay otro factor que afecta la reputación de la empresa y que está relacionado con la decisión de los consumidores/clientes de dicha marca. Existe una clara relación entre el sentido de responsabilidad ambiental de los consumidores y sus decisiones de consumo (Wells, Ponting y Peattie, 2011: 26): se espera que en los próximos años los consumidores estén aún más expuestos a la temática del cambio climático (Carbon Trust, 2004: 5). Esto claramente afectará a las empresas, las que estarán obligadas tanto normativamente como por las fuerzas del mercado a moverse hacia una mayor sostenibilidad, a ocuparse de la reputación corporativa y construir marcas amigables con el medio ambiente.

			Riesgo financiero

			Los severos efectos proyectados del cambio climático, así como los efectos que actualmente se manifiestan, han provocado que tanto la comunidad internacional como los países individualmente considerados adopten acciones para la mitigación y adaptación al cambio climático, para así reducir los cuantiosos costos futuros por eventos relacionados a climas extremos.11 

			Tal como hemos explicado, los efectos del cambio climático generan riesgos no solo para los Estados, sino también para múltiples actores, como las empresas, afectando incluso la estabilidad de los mercados de capitales.12 En específico, tal como ha reconocido el propio Gobernador del Banco de Inglaterra, Mark Carney,13 la estabilidad financiera se ve afectada de tres formas. La primera, a través de los riesgos físicos que impactan en las obligaciones del seguro y el valor de los activos financieros, los que se han visto afectados por daños a raíz de eventos relacionados con el clima. El segundo, a través de riesgos asociados a la determinación de responsabilidad (litigación), esto es, si las partes que han sido afectadas por los efectos del cambio climático deciden buscar compensación de los responsables, sean ellos emisores de gases de efecto invernadero, o de los seguros, si tienen cobertura. El tercero, los que se denominan riesgos de transición: los que podrían resultar de un proceso de ajuste a una economía baja en emisión. 

			En la práctica, el riesgo financiero se traduce en costos directos para las aseguradoras, las que ya ven afectadas sus estrategias financieras en la medida en que los episodios de eventos climáticos extremos aumentan en frecuencia e intensidad. Prueba de lo anterior es el aumento de las pérdidas aseguradas causadas por catástrofes climáticas que han tenido las compañías aseguradoras en Canadá. Desde el período 2005 al 2015, la pérdida promedio anual ascendió a $1,2 billones de dólares al año, mientras que en el período 1983-2004 las pérdidas aseguradas promediaron los $374 millones de dólares al año. En el mismo sentido, la mayor pérdida en Canadá, producto de tormentas e inundaciones, fue de $3,6 billones de dólares en 2013.14

			Chile no es una excepción a esta tendencia y lo ha demostrado en dos niveles. Tanto los propios fondos de inversiones como el regulador han incentivado el control de los riesgos ambientales y climáticos por parte de las empresas. En efecto, el día 21 de junio de 2019 diez de las más grandes administradoras de fondos de pensión y administradores de fondos del país suscribieron una declaración de inversiones responsables. En dicha declaración, los inversionistas reconocieron que un buen manejo de los factores ambientales (entre otros) repercuten directamente en los resultados financieros de las empresas, e invitan, por tanto, a las empresas emisoras «a tomar como objetivo avanzar en materia de sostenibilidad, de forma medible, cuantificable y transparente».15

			Por otra parte, la propia Comisión para el Mercado Financiero (CMF) ha presentado —y elevado a consulta pública— un proyecto normativo que modifica el reporte de responsabilidad social y desarrollo sostenible que deben informar los emisores de valores en su memoria anual.16 Este reporte, incorporado a través de la Norma de Carácter General 386 del 8 de junio de 2015, que a su vez modifica la Norma de Carácter General 30, desarrolla un estándar para que las empresas informen a los inversionistas sus políticas y procedimientos asociados a indicadores de diversidad y brecha salarial. Este proyecto modifica ambas normativas incorporando criterios ambientales, además de los sociales y de gobernanza, los que se deberán informar en el reporte de sostenibilidad de la memoria anual. En lo pertinente a este artículo, el proyecto normativo pide que los emisores de valores informen las políticas que haya adoptado la entidad con el objeto de reducir la emisión de gases de efecto invernadero y las metas e indicadores que emplea para ese efecto. De aprobarse este proyecto normativo, la CMF podrá sancionar la no entrega de información en materia ambiental —y con ello la solicitada en materia de emisiones de gases de efecto invernadero— en la memoria anual. 

			Como puede advertirse, lo que hasta hace poco era una realidad internacional, está permeando en Chile. Ya sea a través de la fijación de un estándar voluntario por parte de los fondos de inversiones, o a través de la dictación de normativa obligatoria por parte del regulador del funcionamiento del mercado financiero, las empresas están, progresivamente, siendo obligadas a entregar información sobre su gestión en materia de cambio climático. El incumplimiento de dichos estándares importa un riesgo financiero para ellas.

			A lo largo de esta sección se ha descrito cómo el cambio climático impacta a las empresas, analizando los riesgos asociados a este fenómeno y comprendiendo la importancia de adoptar medidas para enfrentar sus amenazas. En la siguiente sección discutiremos cómo las empresas pueden adaptarse al cambio climático y aumentar su resiliencia. Asimismo, analizaremos cómo se convierten en un actor fundamental en la mitigación de gases de efecto invernadero y cómo dicho rol facilita el cumplimiento normativo, actual o futuro.

			El rol de las empresas en la adaptación y mitigación

			Los efectos del cambio climático son tan evidentes y palpables que transversalmente se están adoptando medidas para lidiar con sus impactos. Las empresas son un actor relevante en la acción climática y no necesariamente porque pueden sustentables, sino por el legítimo interés que pueden tener de procurar negocios con buena la salud. Así las cosas, hemos explicado como el cambio climático genera riesgos físicos, regulatorios, judiciales, reputacionales y financieros a las empresas, que afectan su forma habitual de hacer negocios (business as usual). Esta nueva realidad empuja a las empresas a adoptar estrategias de adaptación y resiliencia para poder enfrentar de mejor forma los eventos climáticos y así continuar, de una manera diferente, su negocio (Linnenluecke, Griffiths y Winn, 2012: 18).

			De esta forma, las empresas se convierten en parte importante de la gobernanza del cambio climático, implementando medidas que contribuyen a la adaptación de su negocio —infraestructura, servicios, estrategia, entre otros— y desempeñando un rol determinante en materia de mitigación, mediante la reducción de sus emisiones de gases de efecto invernadero. Ambas medidas, adaptación y mitigación, son esenciales y complementarias para enfrentar los desafíos del cambio climático.

			Retomamos en este punto la pregunta que planteamos en la introducción: ¿puede una empresa enfrentar adecuadamente los riesgos derivados del cambio climático en un escenario business as usual? O dicho de otra forma: ¿debe una empresa abandonar el business as usual y adoptar un modelo de desarrollo compatible con la crisis climática y que le permita prevenir los riesgos?

			 Para responder a esa pregunta debemos entender que business as usual es un escenario en el que no se adoptan medidas o políticas para mitigar la emisión de gases de efecto invernadero, más allá de las que se encuentran vigentes o se adoptarán. Business as usual demuestra el nivel de emisiones que ocurrirían sin esfuerzo político (IPCC, 2018b: 531). Este escenario se emplea como un punto base para calcular las proyecciones del aumento de la temperatura y los efectos de no tomar medida alguna, comparado con los efectos de limitar las emisiones de gases de efecto invernadero. Para nosotros, el escenario business as usual refleja también la inacción de las empresas no solo a la hora de tomar medidas de mitigación de sus gases de efecto invernadero, sino que fallar en tomar medidas de adaptación que le permitan gestionar los riesgos que hemos descrito extensamente en la sección anterior.

			Internaremos responder la pregunta planteada, al mismo tiempo que analizaremos las formas en que las empresas pueden adaptarse y ser más resilientes al cambio climático, para luego abordar su rol en materia de mitigación. 

			Adaptación y resiliencia 

			A lo largo de la historia, las empresas han estado sujetas a diversos fenómenos violentos de la naturaleza, como terremotos, tormentas y huracanes. Pero estos son eventos aislados y, si bien es cierto las organizaciones deben estar preparadas para enfrentarlos, el cambio climático implica un desafío diferente. Este fenómeno, en cambio, exhibe modificaciones en los sistemas ecológicos o naturales, lo que conlleva a un aumento de la frecuencia, severidad, imprevisibilidad y novedad de un evento desastroso (Winn y otros, 2011: 165). 

			Las organizaciones deben estar en constante adaptación, la que se puede definir como el proceso de cambio gradual y continuo de una organización en respuesta o anticipándose a formas de presión externa derivadas del entorno o ambiente en que se desenvuelve (Linnenluecke y Griffiths, 2010: 485). Aunque tradicionalmente estos cambios tienen su origen en variaciones del entorno económico de la organización, cuando las empresas se han enfrentado a cambios en el entorno natural se ha seguido la misma aproximación. Pero la respuesta necesaria para enfrentar los efectos de cambio climático debe ser diferente a las adoptadas ante variaciones del entorno económico, ya que mientras las variaciones del mercado son temporales, el cambio climático y sus efectos podría no ofrecer períodos de estabilidad posterior o de recuperación (Linnenluecke y Griffiths, 2010: 485).

			Por adaptación al cambio climático podemos entender «cualquier modificación en un sistema o proceso realizada en respuesta al cambio climático» (Lemmenm y Warren, 2008: 22). La adaptación implica realizar ajustes en nuestras decisiones y actividades con el objetivo de moderar el daño o incluso aprovechar las oportunidades del cambio climático. La adaptación de los sistemas humanos es tremendamente compleja e implica, como señala Lemmen y Warren (2008: 23), acciones tan diversas como cambios en el comportamiento, modificaciones operacionales, cambios en la tecnología y la revisión de las prácticas de planificación, inversión, normativa y legislación. Concretamente, este proceso plantea la interrogante sobre si las organizaciones están preparadas para evitar, adaptarse y eventualmente tomar ventaja de los efectos del cambio climático.

			Para responder de manera afirmativa a la interrogante planteada, se requiere un cambio en dos niveles. Por un lado, las empresas deberán adaptarse de manera sustancial e incluso transformarse, determinando si es necesario modificar la gestión de los recursos o incluso las ubicaciones de sus instalaciones. Por otro lado, y aunque la adaptación permitirá la reducción del impacto del cambio climático en las empresas, estas deberán ser resilientes cuando se trata de eventos extremos relacionados al cambio climático, los que pese a estar mayoritariamente concentrados en zonas concretas y ofrecer riesgo a ciertas actividades, pueden extender sus efectos al resto de la economía (Linnenluecke y Griffiths, 2010: 480).

			Se entiende por resiliencia, en términos generales, la «habilidad que tienen las organizaciones de anticipar, prepararse para y adaptarse a los cambios incrementales y disrupciones repentinas para sobrevivir y prosperar».17 Cuando hablamos de cambio climático nos referimos a la capacidad que las organizaciones tienen para reaccionar y anticiparse a los cambios en el clima que ya hemos examinado.

			Mitigación

			Las acciones de mitigación son aquellas que permiten reducir las emisiones de gases de efecto invernadero y mejorar los sumideros que absorben dichos gases. Estas acciones son de largo plazo, tienen beneficios a escala global (Lemmenm y Warren, 2008: 23), y son lideradas por la comunidad internacional y los Estados, quienes implementan las acciones comprometidas en tratados internacionales o establecen nuevas acciones con independencia de los acuerdos internacionales.

			Las fuentes y los sumideros juegan un rol relevante en el equilibrio de los gases de efecto invernadero en la atmósfera. Por un lado, los sistemas humanos y artificiales son fuentes de emisiones y contribuyen al aumento de su concentración. Por otro, los sumideros absorben los gases de efecto invernadero emitidos, generando un balance (Chackrabarty y Wang, 2013: 674). En los últimos cincuenta años, tal como examinamos en la primera sección de este artículo, la concentración de gases de efecto invernadero ha aumentado de manera desacoplada de la capacidad de absorción natural del planeta, provocando los cambios en los patrones climáticos que hemos revisado (Hegerl y Zwiers, 2007: 665). 

			El objetivo buscado por las acciones de mitigación no es otro que el plasmado por el artículo 2 de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático:

			El objetivo último de la presente Convención y de todo instrumento jurídico conexo que adopte la Conferencia de las Partes es lograr […] la estabilización de las concentraciones de gases de efecto invernadero en la atmósfera a un nivel que impida interferencias antropógenas peligrosas en el sistema climático.

			La necesidad de plasmar este objetivo como una necesidad internacional se debe a que los efectos del cambio climático son un problema colectivo que implica una acción conjunta para «cuidar la casa de todos».18 Las emisiones de gases de efecto invernadero de un agente (ya sea una empresa, comunidad o país) afectan a otros, ya que dichos gases son acumulativos y se mezclan de manera global. Por esta razón, la cooperación internacional es necesaria para mitigar estas emisiones (IPCC, 2014a:5).Como consecuencia de los efectos globales, los esfuerzos en la adopción de medidas de mitigación han sido liderados por los Estados, principalmente a través de tratados multilaterales sobre medio ambiente. Al respecto, es importante destacar que dichos acuerdos encuentran su materialización en regulaciones y políticas de los Estados Parte, que derivan en obligaciones para las empresas y la consecuente necesidad de reaccionar frente a este nuevo escenario. 

			Las acciones que han adoptado los países, que en el caso de Chile se traducen en las regulaciones que examinamos más adelante, son acciones que buscan principalmente descarbonizar la matriz energética, reemplazándola idealmente por energías renovables no convencionales. Estas acciones pretenden también reducir las emisiones del sector transporte, disminuyendo el consumo de combustible y fomentando la electromovilidad. De la misma forma, y con el objetivo de reducir las emisiones de la industria, se promueven acciones de mitigación tendientes a mejorar la eficiencia energética y el uso de tecnologías que reducen emisiones (IPCC, 2014a: 20-25).Las empresas cumplen un rol fundamental en la mitigación. Gran parte de estas acciones implican, ya sea por obligación legal o estándar voluntario, la adaptación de los procesos productivos, el uso de nuevas tecnologías, el menor consumo de energía o el cambio de la matriz energética y la electromovilidad. Dicho de otra forma, las acciones de mitigación no pueden cumplirse sino a través de una modificación sustancial de la forma de hacer negocios.

			Acciones concretas de las empresas para enfrentar los riesgos climáticos y aportar en la mitigación de los gases de efecto invernadero

			Con el objetivo de que la actividad empresarial pueda ser sostenible en el tiempo, las compañías deben adoptar una estrategia para manejar sus riesgos climáticos. El primer paso es entender cuáles son los riesgos que el cambio climático genera para las empresas; no es posible hacerse cargo de riesgos si no sabemos cuáles son. Esta estrategia implica un manejo corporativo de los riesgos, esto es, el diseño de medidas que permiten a una organización enfrentar los potenciales impactos negativos en sus actividades del cambio climático. Para saber qué medidas han de adoptarse, las empresas deben manejar sus riesgos a través de un proceso que contempla las siguientes etapas: 

			
					identificar los riesgos que potencialmente pueden afectar a una organización; 

					analizar los riesgos identificados; y, 

					tomar acciones concretas que permitan reducir los riesgos (Weinhofer y Busch, 2013: 127). 

			

			La identificación de los riesgos no es otra cosa que recopilar la información sobre los impactos negativos del cambio climático en la organización, teniendo en cuenta las condiciones específicas de la empresa: si tiene una o más instalaciones, si se encuentran en diferentes zonas geográficas, si se encuentran en zonas de peligro, etcétera. Como resultado de esta etapa, las empresas deben comprender los tipos de riesgo y las fuentes de esos eventos. Una vez identificados los riesgos, deben determinar la probabilidad de ocurrencia y el impacto de los riesgos levantados, para así saber cuán expuestos están a los impactos del cambio climático. Finalmente, teniendo claro los riesgos y su potencial impacto en la organización, se deben adoptar acciones para mitigarlos, bien sea tomando acciones para eliminar los riesgos, rebajar la probabilidad de ocurrencia o el impacto de los mismos o transferirlos a un tercero, tomando un seguro (Weinhofer y Busch, 2013: 127). Desde luego no todas las empresas serán afectadas de la misma manera, por lo cual es esperable que el resultado del análisis de riesgo implique acciones más intensas para aquellas empresas con mayor riesgo climático. Lo anterior no supone que las empresas menos afectadas no deban implementar una estrategia; tal como vimos en primera sección de este artículo, los riesgos climáticos están presenten en un sinnúmero de industrias.

			La estrategia es la que permitirá —así como ocurre en la gestión económica de la empresa— dar un lineamiento sobre el camino a seguir y las metas que se plantea una empresa para gestionar sus riesgos. Esta estrategia, así como las acciones que contenga, permitirán reducir el riesgo de los impactos del cambio climático y fortalecer la capacidad de recuperación de la empresa, la que constituye un componente crítico para la preparación ante el cambio climático (Winn y otros, 2011: 165). Para que la estrategia sea exitosa debe ser empujada por el más alto estamento, ya sea el Directorio o la Gerencia General, ya que de otra manera sería difícil o imposible asegurar el cambio cultural y organizacional que implica adoptarla.

			¿Cuáles son las acciones que puede contener una estrategia? A continuación, proponemos algunas acciones concretas:

			
					Dictar una política ambiental y de cambio climático. El compromiso de una empresa para gestionar sus riesgos climáticos debe plasmarse en un documento que represente el compromiso —tanto interno como externo— de la empresa en relación con la mitigación y adaptación al cambio climático. Desde la perspectiva de la gobernanza, una política define los principios o lineamientos que la empresa adopta sobre una temática, reflejando aquellos aspectos de relevancia que deben ser implementados. Específicamente, una política ambiental determina cómo la empresa se relaciona con el medio ambiente y los objetivos y acciones que la empresa tomará para mejorar su desempeño en esta materia (Sheldon y Yoxon, 2006: 93). En esta política las empresas podrían definir, entre otros aspectos, los relacionados con el cambio climático, fijando metas y acciones concretas de mitigación y adaptación. Aquellas empresas que ya cuenten con una política ambiental deben adaptarla, incorporando los aspectos relacionados con el cambio climático.

					Crear un programa de compliance en materia ambiental. A través de los programas de compliance se gestionan los riesgos legales derivados de la interacción de la empresa con el medio ambiente. Estos programas tienen como objetivo reducir los riesgos derivados del incumplimiento normativo, al mismo tiempo que se agrega valor a dicha compañía (Deck, 2015: 7). A través de un programa de compliance las empresas deben promover el cambio organizacional necesario para convertir a una empresa en una institución sostenible. Para lograrlo, es necesario incorporar en la alta dirección el compromiso de desarrollar las actividades cumpliendo la normativa ambiental, y promoviendo siempre las mejores prácticas ambientales. Ese compromiso, como vimos, puede partir con la adopción de una Política Ambiental, pero no se agota ahí. Un programa puede establecer acciones tan simples como la concientización de los miembros de la empresa, o acciones más complejas como la medición o reducción de la Huella de Carbono. Es importante destacar que los programas de compliance son un traje a medida de cada empresa, considerando sus particularidades organizacionales e impactos ambientales.Gestionar los gases de efecto invernadero. Esto permitirá saber el nivel de emisiones de la empresa y le permitirá implementar una estrategia para poder reducirlos. Si bien en Chile no hay normas legales que lo hagan obligatorio, una posibilidad es hacerlo de acuerdo con los estándares del Programa Huella Chile, un programa del Ministerio del Medio Ambiente que fomenta la gestión de los gases de efecto invernadero para su mitigación. Este es el punto de partida de una empresa que quiera tomar acciones concretas de mitigación.

					Implementar la provisión de energía eléctrica a través de fuentes de energías renovables. Esto se puede lograr de dos formas, ya sea a través de la implementación de energía solar en las instalaciones, o contratando —para el caso de los clientes libres— empresas generadoras en que la energía suministrada provenga de fuentes renovables. También puede implementarse una combinación de ambas alternativas.

					Implementar proyectos de eficiencia energética y certificarlos bajo la ISO 5001 de manejo de energía. Esto permitirá a las empresas medir y generar procedimientos para mejorar su desempeño energético. 

					Reducir materias primas cuya elaboración o transporte genera gases de efecto invernadero. Lo anterior implica la adopción de nuevas tecnologías —como maquinarias y vehículos— que sean más eficientes en el uso de combustibles. Pero también, la incorporación de variables ambientales en el diseño de los envases y embalajes de los productos. Esto no solo permitirá disponer de menos materia prima en los productos, sino que aumentará la eficiencia en su transporte, reduciendo la huella de carbono de la empresa.

					Desarrollar capacidades al interior de la empresa para entender cómo el cambio en los patrones climáticos interactúa con las actividades de la organización. Estas capacidades permitirán a las organizaciones determinar cuáles son los sectores más afectados e incorporar esa variable en su planificación a largo plazo, evitando ubicarse en sectores propensos a mayores riesgos climáticos, como pueden ser los lechos de los ríos o el borde costero.

					Entregar recursos al área de planificación o ambiental de la empresa para dar respuesta a los eventos climáticos extremos que puedan generarse en el contexto de un medio ambiente en constante cambio. Estos recursos pueden ser económicos, físicos (contar con instalaciones de resguardo de información) o logísticos (tener una serie de proveedores, en oposición a uno solo). 

			

			Todas estas acciones permiten a la empresa convertirse en un actor relevante en la gestión del cambio climático. Este nuevo escenario no es solo beneficioso para el medio ambiente, sino que para una economía sostenible. Además, está en línea con la regulación y política pública existente y en desarrollo en la materia.

			Avances regulatorios y de política pública relativa al cambio climático en Chile

			Tal como adelantamos en la primera sección de este artículo, las empresas están sujetas a diversos riesgos generados por los impactos de cambio climático. Y como lo señalamos en la sección anterior, estos riesgos implicarán que las empresas adopten un modelo de desarrollo sostenible como oposición al tradicional business as usual, tomando una serie de acciones y metas concretas de mitigación y adaptación.

			Los cambios que proponemos no son voluntarios. Tal como ha ocurrido en el escenario internacional, los gobiernos nacionales han ido imponiendo obligaciones de carácter legal o reglamentario a las empresas para mitigar las emisiones de gases de efecto invernadero. Chile no es una excepción y han surgido —o están en desarrollo— una multiplicidad de instrumentos de diverso rango que buscan hacerse cargo del problema ambiental y que incidirán en la operación de las empresas. 

			Lo anterior evidencia la necesidad de las empresas de adaptarse, anticiparse o reaccionar ante este cambiante escenario. En este contexto, pasamos a revisar los principales avances en la materia. 

			Impuestos verdes 

			La Ley 20.780 de septiembre de 2014 del Ministerio de Hacienda, que establece la reforma tributaria que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes en el sistema tributario, incorporó los llamados impuestos verdes. Dos de estos impuestos están enfocados en contaminantes locales —con un cobeneficio en reducción de emisiones de gases de efecto invernadero— y un impuesto directo a la emisión de dióxido de carbono (CO2) de 5 dólares por tonelada.19 

			El artículo 8 de la ley grava las emisiones de CO2 producidas por establecimientos cuyas fuentes fijas, conformadas por calderas o turbinas, individualmente o en su conjunto, sumen una potencia térmica mayor o igual a 50 megavatios térmicos (MWt), considerando el límite superior del valor energético del combustible. Al respecto, es interesante la incorporación de este tipo de instrumentos en nuestra legislación y el desarrollo que ha experimentado, y que grava por primera vez a un contaminante global. 

			Por otra parte, la Ley 21.210 que Moderniza la Legislación Tributaria modifica el impuesto verde, tanto para contaminantes globales como locales. En lo que concierne al CO2, la modificación establece que estarán gravadas las emisiones producidas por establecimientos cuyas fuentes fijas, individualmente o en su conjunto, emitan 25.000 o más toneladas anuales de CO2. Por tanto, el impuesto cambia su forma de operación. Ya no se trata de potencia térmica, sino de emisión, gravando a todas las fuentes que alcancen o superen el umbral señalado. 

			Finalmente, cabe destacar que la modificación propuesta también contempla la posibilidad de compensar las emisiones de CO2 gravadas mediante la implementación de proyectos de reducción de emisiones de dicho contaminante. Por tanto, crea un sistema de mercado de carbono para efectos de mantenerse bajo el límite establecido por el proyecto. 

			Como podemos ver, el desarrollo de los instrumentos económicos en materia climática adquiere cada vez más fuerza y constituye un desafío ante el cual las empresas deben reaccionar y adaptarse. Asimismo, constituye una oportunidad para aquellas que tengan la capacidad para implementar proyectos de reducción de emisiones de CO2 y transarlos como offsets.

			Proyecto de Ley Marco de Cambio Climático 

			A comienzos del 2020 el Ejecutivo ingresó el Proyecto de Ley Marco de Cambio Climático al Senado, para su tramitación legislativa. Dicho proyecto establece una meta de neutralidad de emisiones al 2050 y una serie de instrumentos de gestión del cambio climático para alcanzar dicha meta. Entre ellos, queremos destacar la Estrategia Climática de Largo Plazo, los Planes Sectoriales de Mitigación y Adaptación, así como las Normas de Emisión de Gases de Efecto Invernadero. 

			La Estrategia Climática define los lineamientos generales de largo plazo que seguirá el país para el cumplimiento de la meta de la ley, estableciendo además metas sectoriales de mitigación —presupuestos sectoriales de gases de efecto invernadero— y adaptación cada diez años, de manera de alinearse con la Contribución Nacionalmente Determinada (NDC, por sus siglas en inglés) del país. Asimismo, definirá criterios de monitoreo, reporte y verificación de los planes sectoriales de mitigación y adaptación. 

			Por su parte, los Planes Sectoriales contendrán las medidas detalladas que el sector correspondiente estima más costo-efectivas para lograr las metas establecidas por la Estrategia Climática, que, a su vez, estarían en línea con la trayectoria de emisiones requeridas para lograr la neutralidad al 2050. Las medidas deberán indicar responsables y plazos de implementación, junto con medios de monitoreo, reporte y verificación que permitan hacer seguimiento del cumplimento de las medidas de cada plan. 

			Es precisamente en este último punto donde adquiere gran relevancia el rol de las empresas. Sin lugar a duda, los planes incluirán medidas consistentes en modificaciones legales y reglamentarias que incidirán en las empresas, que se verán en la necesidad de ajustar su modelo de negocios para cumplir los objetivos planteados por el sector que las regula. Y no solo se trata de medidas regulatorias, también puede tratarse de estrategias o políticas que orienten el actuar del sector mediante incentivos o desincentivos.  

			Por otra parte, y en relación con las formas de cumplimento de los regulados, el proyecto de ley otorga al Ministerio del Medio Ambiente la competencia para dictar normas de emisión de gases de efecto invernadero. Dichas normas establecerán límites de emisión para un establecimiento, fuente emisora o agrupación de estas. Adicionalmente, se incorpora la posibilidad de obtener certificados de reducción de emisiones para aquellos proyectos que reduzcan o absorban emisiones de gases de efecto invernadero. 

			Como se explicó antes, en el subtítulo dedicado a los riesgos regulatorios, este tipo de mecanismo otorga flexibilidad para cumplir metas y permite a los regulados participar de un mercado de transferencia de excedentes que, basado en la competitividad, facilite alcanzar los objetivos de la ley. En consecuencia, se genera un incentivo para que las empresas planifiquen formas de reducir sus emisiones y generen así excedentes que puedan transar con aquellas que, por razones tecnológicas u otras, les es más difícil cumplir el límite impuesto por la norma. 

			Al respecto, cabe tener presente que al ser los gases de efecto invernadero contaminantes globales, a diferencia de los locales regulados por las normas de calidad y de emisión contemplados en la Ley 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente, no constituyen un permiso para contaminar ni crean problemas de justicia ambiental relativos a la distribución inequitativa de las externalidades ambientales negativas. El contaminante global se distribuye de manera homogénea en el mundo, por lo que es un esfuerzo global al que el mercado puede contribuir significativamente. Por otro lado, los contaminantes locales inciden localmente y, por tanto, deben reducirse en la zona geográfica en que son emitidos por las respectivas fuentes. 

			Cabe destacar la relevancia que el proyecto de ley ha dado a las normas de emisión de gases de efecto invernadero y a los certificados de reducción de emisiones, permitiendo que los actos administrativos que se pronuncian sobre ellos —decretos supremos en el primer caso y resoluciones en el segundo—, sean reclamados ante el Tribunal Ambiental competente. Esto último es un indicador de que se trata de un instrumento de gestión del cambio climático que tendrá una importante incidencia y que, por tanto, se vuelve imperativo que las empresas planifiquen desde ya formas de mitigar sus emisiones. Asimismo, deberán evaluar las oportunidades comerciales en proyectos que permitan reducir o absorber emisiones de gases de efecto invernadero para la obtención de certificados de reducción y su posterior uso para cumplimiento normativo o transferencia en el mercado.   

			Una última reflexión dice relación con los Planes Sectoriales de Adaptación. En el desarrollo de estos planes, los sectores responsables tendrán como contraparte a la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y Seguridad Pública (Onemi), en la determinación de las medidas tendientes a reducir el riesgo creado por el cambio climático al sector que regula el plan. Por tanto, las empresas deberán prestar especial atención a dichos instrumentos para reducir su vulnerabilidad a estos riesgos. 

			Proyecto de Ley de Eficiencia Energética

			Continuando con las iniciativas legales en la materia que incidirán en las empresas, cabe destacar el Proyecto de Ley de Eficiencia Energética en actual tramitación en el Senado.20 El objetivo del proyecto es promover el uso racional y eficiente de los recursos energéticos mediante diversas medidas. Dentro de las más destacadas, podemos mencionar cuatro. La primera, la institucionalización de la eficiencia energética en el marco del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad. La segunda, la entrega de información a los compradores de viviendas respecto de los requerimientos energéticos en el uso de estas. La tercera, velar por las condiciones que faciliten la instalación y operación de estaciones de carga para vehículos eléctricos. Por último, la proporción de la gestión de la energía en los grandes consumidores.

			Dada su relevancia para el objeto de este artículo, nos queremos detener en este último punto. Al respecto, el proyecto contempla un mecanismo de reporte para las empresas y un sistema para determinar cuáles califican como grandes consumidores o como consumidores con capacidad de gestión de energía (CCGE). A estas últimas impone la obligación de implementar un Sistema de Gestión de Energía en cada una de sus instalaciones con un consumo energético sobre las diez teracalorías. Además, dispone que un reglamento establecerá las condiciones en que la Superintendencia de Electricidad y Combustibles podrá requerir a los CCGE la realización de auditorías para comprobar la veracidad y exactitud de la información proporcionada, bajo apercibimiento de multa.

			Esta iniciativa legislativa se suma a otros esfuerzos realizados en materia de eficiencia energética, como el establecimiento de etiquetado y de estándares mínimos de eficiencia energética, tanto para artefactos de calefacción, vehículos y estándares obligatorios en la construcción de viviendas que incorporan criterios de eficiencia energética y medidas de eficiencia energética para reducir las emisiones, en el contexto de los Planes de prevención y/o Descontaminación Atmosférica elaborados por el Ministerio del Medio Ambiente en aquellas zonas declaradas como latentes y/o saturadas por uno o más contaminantes. Todas estas medidas van guiando el actuar de las empresas y dando señales al mercado de los necesarios ajustes para el cumplimiento normativo y la competitividad. 

			Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA)

			La incorporación de la variable climática en los procesos de evaluación ambiental ha sido significativa en los últimos años. Por ejemplo, en España la materia es regulada mediante la Ley 21/2013, de evaluación ambiental, modificada por la Ley 9/2018. Esta normativa integra el cambio climático como una variable a considerar en la evaluación de impactos ambientales. Por una parte, en el artículo 5 se define evaluación ambiental, la que considera el análisis de los efectos significativos que un proyecto pueda tener sobre diversos aspectos, entre ellos, el cambio climático. Asimismo, se incluye la gestión de riesgos asociados a este fenómeno. Finalmente, uno de los anexos de la ley requiere la descripción del impacto del proyecto en el clima, indicando la naturaleza y magnitud de las emisiones de gases de efecto invernadero, y la vulnerabilidad del proyecto con respecto al cambio climático.

			La tendencia en Chile va por el mismo camino. El Proyecto de Ley de Cambio Climático, revisado previamente, señala en su artículo 36 que los proyectos o actividades que se sometan al SEIA considerarán la variable cambio climático en los componentes del medio ambiente que sean pertinentes, conforme lo disponga el reglamento respectivo. Por tanto, mediante una modificación al Decreto Supremo 40, de 2012, del Ministerio del Medio Ambiente, que Aprueba Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, se especificará la forma de incorporar esta variable. Sin perjuicio de lo señalado, queda de manifiesto que los proponentes deberán prestar especial atención a la variable climática en la preparación de sus Declaraciones o Estudios de Impacto Ambiental, de manera de presentar medidas de mitigación, reparación o compensación adecuadas. 

			Lo anterior cobra particular relevancia en los proyectos de larga vida útil, como son los mineros, industria que ya ha adoptado algunas medidas para adaptarse al nuevo escenario climático. Actualmente la mayoría de la actividad minera se concentra en la zona norte del país, que se caracteriza por la escasez del recurso hídrico. Por lo anterior, cada vez se exige mayor cuidado respecto a este recurso en el SEIA, y las mineras que se localizarán en dicha zona han comenzado a construir sus propias plantas desalinizadoras para proveer de agua a sus operaciones. Es así como al 2027 se espera que el uso de agua de mar represente más del 80% del consumo de agua para la minería del cobre en la región de Antofagasta.21 Esto muestra un ajuste orgánico a la situación climática, que podría verse acelerado por regulación en la materia y que, por tanto, es un factor que las empresas deben considerar al momento de invertir o proyectar sus negocios. 

			Programa Huella Chile 

			Este programa busca fomentar la cuantificación, reporte y gestión de los gases de efecto invernadero a nivel organizacional, en el ámbito público y privado.22 Constituye una importante instancia de participación del sector privado en la mitigación del cambio climático y reconoce, mediante la entrega de sellos, a las organizaciones según su nivel de gestión de los gases de efecto invernadero.  

			El programa también busca fomentar el mercado de carbono a nivel nacional, mediante el incentivo a la adquisición de créditos de carbono de proyectos nacionales para la obtención del reconocimiento de neutralización. Asimismo, crea sinergias con otros instrumentos, como los Acuerdos de Producción Limpia (APL) suscritos por empresas con metas relacionadas a la gestión de los gases de efecto invernadero.

			Algunos beneficios para las empresas, derivados de su gestión de los gases de efecto invernadero incluyen contar con un elemento diferenciador en el mercado, mejorar la imagen corporativa, gestionar el riesgo y gestionar la cadena de suministro.

			Otras iniciativas 

			Finalmente, cabe destacar la proliferación de políticas públicas y acuerdos entre el Estado y el sector privado para avanzar hacia la mitigación de los efectos del cambio climático. En este contexto, cabe destacar lo que se ha anunciado en materia de descarbonización y electromovilidad. 

			La Ruta Energética 2018-2022 del Ministerio de Energía es un instrumento que define diversas medidas según las prioridades en materia energética. Uno de los diez grandes compromisos asumidos fue el de iniciar el proceso de descarbonización de la matriz energética a través de la elaboración de un cronograma de retiro o reconversión de centrales a carbón, y la introducción de medidas concretas en electromovilidad.23 Esto comenzó a tomar forma durante el año 2019, cuando se anunció el Plan de Descarbonización,24 que tiene como meta la eliminación total del carbón en la generación eléctrica para el 2040. Asimismo, contempla que durante los próximos cinco años dejen de operar las ocho centrales termoeléctricas más antiguas del país.

			Por otra parte, la Estrategia Nacional de Electromovilidad, impulsada por los Ministerios de Energía, Transporte y Telecomunicaciones y Medio Ambiente, establece las directrices para las medidas que el país debe adoptar en el corto y mediano plazo, con el objetivo de lograr que el 40% de los vehículos particulares y el 100% de los vehículos de transporte público sean eléctricos al 2050.25 Esta estrategia tiene tan solo dos años y ya las autoridades han aumentado la ambición señalando que se espera lograr el 100% de electromovilidad en el transporte público al 2040, reduciendo el horizonte en diez años. 

			Tanto la descarbonización como la electromovilidad implicarán cambios para las empresas, que deberán realizar ajustes en el consumo y producción de energía, así como reaccionar al cambio en el parque automotriz, particularmente en la adquisición y uso de vehículos propios, así como aquellos usados en su cadena de suministro. 

			Las iniciativas legales, alianzas público-privadas, estrategias u otros instrumentos, según lo descrito en esta sección, incidirán, sin lugar a dudas, en la forma de hacer negocios (business as usual) de las empresas y continuarán su proliferación con el objetivo de aumentar la resiliencia a los efectos del cambio climático, cumplir compromisos internacionales de mitigación, y responder a las exigencias de una ciudadanía empoderada que dimensiona la necesidad de actuar con urgencia. De esta manera, la empresa debe reaccionar frente al riesgo regulatorio y comenzar un proceso planificación e implementación de medidas tendientes a aumentar la resiliencia y prepararse para un escenario dinámico, tanto climático como regulatorio. 

			Conclusiones 

			El cambio climático es uno de los problemas más grandes que enfrenta la humanidad, y requiere de una respuesta transversal y multinivel. En este escenario, las empresas constituyen un actor clave en la gestión climática. 

			Originalmente, su involucramiento se generó a partir de iniciativas de responsabilidad social empresarial o el deseo de crear un modelo de negocios sustentable. Sin embargo, actualmente la necesidad de reaccionar ante el cambio climático escapa a la filantropía o conciencia ambiental de los directores o administradores de las organizaciones, y está motivada por la propia supervivencia o salud financiera de dichas entidades.

			Las empresas sufren los impactos del cambio climático de diversas formas: se ven expuestas a riesgos físicos, regulatorios, en la cadena de suministro, judiciales, reputacionales y financieros. Como analizamos en este artículo, las empresas deben reaccionar ante estos riesgos y gestionarlos, de manera de adaptarse a los efectos del cambio climático, disminuir su vulnerabilidad y aumentar su resiliencia. 

			Lo anterior es particularmente relevante, no solo para el funcionamiento habitual de la empresa, sino que para los entes externos que interactúan con ella. Por ejemplo, las aseguradoras exigen una evaluación de riesgo climática, que analiza la amenaza, la exposición y la vulnerabilidad de la empresa. Algo similar sucede con el financiamiento internacional de proyectos, que procura velar por el retorno de su inversión y la garantía de que esta finalmente se materialice. 

			Por tanto, no solo los factores físicos obligan a las empresas a hacer ajustes, sino que el avance regulatorio, de política pública y de las alianzas público-privadas, incidirán en la forma de hacer negocios de las empresas, las que deberán gestionar sus riesgos y analizar sus nuevas oportunidades: esto debe quedar plasmado en una estrategia de cambio climático. Al gestionar sus gases de efecto invernadero, las empresas disminuyen su riesgo climático, mejoran su imagen corporativa, gestionan la cadena de suministro y se abren a nuevas posibilidades de inversión, como los mercados de carbono. Estas oportunidades también generan ventajas competitivas sobre otras empresas, particularmente aquellas que no han gestionado los riesgos derivados del cambio climático.

			Los ajustes que deben hacer las empresas demuestran con claridad como el cambio climático ha puesto fin al business as usual, planteando un nuevo escenario de desafíos y oportunidades para las empresas que contribuirá a hacer frente a este problema global.
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					6. Véase la Ley 20.780 que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce nuevos ajustes en el sistema tributario en https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1067194. El artículo 3 establece un impuesto a la venta de vehículos motorizados nuevos basado en las emisiones de óxido de nitrógeno del vehículo. El artículo 8, por su parte, establece un impuesto a beneficio fiscal que gravará las emisiones de material particulado (MP), óxidos de nitrógeno (NOx), dióxido de azufre (SO2) y dióxido de Carbono (CO2) de ciertas calderas y turbinas, gravando a empresas que proveen insumos (como energía o cobre) para diversos procesos productivos.

				

				
					7. Véase la Ley 20.257 que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos respecto de la generación de energía eléctrica con fuentes de energías renovables no convencionales, disponible en https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=270212, y Ley 20.698 que propicia la ampliación de la matriz energética, mediante fuentes renovables no convencionales, disponible en https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1055402.
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